
 

 

 

  

Pleno. Sentencia 729/2021 
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AMAZONAS 

JOSÉ FERNÁNDEZ DÍAZ, 

representado por JUAN FIGUEROA 

ACOSTA (ABOGADO) 

 

RAZÓN DE RELATORÍA 

En la sesión del Pleno del Tribunal Constitucional, de fecha 1 de julio de 

2021, los magistrados Ledesma Narváez, Ferrero Costa, Miranda Canales, 

Ramos Núñez, Sardón de Taboada (con fundamento de voto) y Espinosa-

Saldaña Barrera (con fundamento de voto), han emitido, por mayoría, la 

sentencia que resuelve:  

 
1. Declarar INFUNDADA la demanda de habeas corpus. 

 

2. En lo sucesivo, las autoridades jurisdiccionales emplazadas deben evitar el 

uso de términos peyorativos para las personas con discapacidad, tal y como 

ha sido expuesto en los fundamentos 16 a 21 de esta sentencia.  

 

Se deja constancia de que el magistrado Blume Fortini emitió un voto 

singular y que se entregará en fecha posterior. 

 

La Secretaría del Pleno deja constancia de que la presente razón encabeza 

la sentencia y los votos antes referidos, y que los magistrados 

intervinientes en el Pleno firman digitalmente al pie de esta razón en señal 

de conformidad. 

 

Flavio Reátegui Apaza      

Secretario Relator 

 

SS. 

 

LEDESMA NARVÁEZ 

FERRERO COSTA 

MIRANDA CANALES 

BLUME FORTINI 

RAMOS NÚÑEZ 

SARDÓN DE TABOADA 

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

En Lima, al primer día del mes de julio de 2021, el Pleno del Tribunal 

Constitucional, integrado por los magistrados Ledesma Narváez, Ferrero Costa, Miranda 

Canales, Blume Fortini, Ramos Núñez, Sardón de Taboada y Espinosa-Saldaña Barrera, 

pronuncia la siguiente sentencia; con los fundamentos de voto de los magistrados Sardón 

de Taboada y Espinosa-Saldaña Barrera y el voto singular del magistrado Blume Fortini, 

que se agregan. 

 

ASUNTO  

 

  Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Juan Figueroa Acosta en 

representación de don José Fernández Díaz contra la resolución de fojas 447, de fecha 5 

de diciembre de 2018, expedida por la Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora 

Transitoria de Bagua de la Corte Superior de Justicia de Amazonas, que declaró infundada 

la demanda de habeas corpus de autos. 

 

ANTECEDENTES  

 

Con fecha 31 de julio de 2017, don Juan Figueroa Acosta interpone demanda de 

habeas corpus a favor de don José Fernández Díaz, y la dirige en contra de don Manuel 

Ricardo Sotelo Jiménez, don William Suárez Zelada y don Pedro Henri Flores Onofre, 

jueces del Primer Juzgado Penal Colegiado de Moyobamba; y contra don Fernando 

Augusto Zubiate Reina y don Miguel Angel Saavedra Palomino, jueces integrantes de la 

Sala Penal de Apelaciones de Moyobamba de la Corte Superior de Justicia de San Martín. 

Como petitorio, solicita la nulidad de la Resolución 89, de fecha 31 de mayo de 2016, 

expedida por el Primer Juzgado Penal Colegiado Supra Provincial de la Corte Superior 

de Justicia de San Martín, la cual condenó a José Fernández Díaz a quince años de pena 

privativa de la libertad; y de la Resolución 94, de fecha 29 de agosto de 2016, expedida 

por la Sala Penal de Apelaciones de Moyobamba, que, en mayoría, confirmó la decisión 

de primera instancia. Del mismo modo, requiere que se ordene la ampliación de la 

investigación a fin que se actúen los medios probatorios pendientes.   

  

Sostiene que, en virtud de las decisiones ahora impugnadas, se condenó al ahora 

beneficiario de este habeas corpus por el delito de violación de persona en incapacidad 

de resistir en agravio de una menor de dieciséis años, y que estas resoluciones vulneran 

los derechos al debido proceso, de defensa, el principio de legalidad y la presunción de 

inocencia.   

 

Al respecto, sostiene que, de conformidad con el Título Preliminar del Código Procesal 

Penal, para establecer la responsabilidad de una persona imputada de la comisión de un 
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delito se requiere de una suficiente actividad probatoria de cargo obtenida y actuada con 

las debidas garantías procesales. En ese sentido, advierte que la agraviada fue intervenida 

quirúrgicamente, y alumbró mediante un parto por cesárea. Sin embargo, refiere que, una 

vez practicada la prueba de ADN a los tres involucrados en el caso, dio como resultado 

que el padre era el imputado Pedro Vilcamango Fernández, y que, pese a ello, el padre de 

la menor denuncia a José Fernández Díaz como autor de estos hechos.   

 

Por otro lado, refiere que, de acuerdo con el lnforme psicológico Nro. 006-2009, 

practicado a la menor agraviada, ella mostraba un aparente “Coeficiente lntelectual de 

Promedio Normal de Acuerdo al Nivel alcanzado y Funcionando de Acuerdo a ello”. En 

ese sentido, precisa que una persona de más de catorce años de edad puede determinar 

libremente su sexualidad. Agrega que de conformidad con las declaraciones de la menor 

agraviada, era el señor Pedro Vilcamango quien habría efectuado conductas inapropiadas. 

Asevera por ello que en realidad ha sido él quien sugirió a la menor la posibilidad de 

acusar a José Fernández Díaz, a fin que sea este último quien responda por el delito. 

Agrega que, de haberse actuado las pruebas mencionadas en el voto en minoría de la 

sentencia, se podría comprobar la inocencia de su patrocinado. Al no brindarse esta 

posibilidad, según sostiene, se ha vulnerado el derecho al debido proceso. 

 

El juez de primera instancia del presente habeas corpus, mediante Resolución 2 de fecha 

7 de agosto de 2017, declaró improcedente liminarmente la demanda. Precisa que los 

cuestionamientos relativos a la culpabilidad o inculpabilidad, así como la valoración de 

las pruebas penales y su suficiencia, no están relacionados con el contenido 

constitucionalmente protegido del derecho a la libertad personal, ya que son asuntos que 

deben ser analizados en la jurisdicción ordinaria. Esta decisión, sin embargo, fue 

declarada nula por parte de la Sala Penal Apeladora y Liquidadora de Bagua a través de 

la Resolución 7 de fecha 24 de otubre de 2017. Este órgano jurisdiccional estima que, en 

principio, los hechos expuestos en la demanda inciden de forma negativa y concreta en 

los derechos constitucionales invocados. 

 

Luego de ser admitida a trámite la demanda, el juez de primera instancia, mediante 

Resolución 22 de fecha 28 de septiembre de 2018, la declara infundada. Sostiene que el 

habeas corpus en contra de resoluciones judiciales solo puede ser empleado de forma 

excepcional y cuando sea posible advertir vulneraciones groseras y manifiestas de los 

derechos del imputado, lo que no ha ocurrido en el presente caso.    

 

Por su parte, la Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora Transitoria de Bagua, mediante 

Resolución 27 de fecha 5 de diciembre de 2018, confirmó la decisión adoptada por la 

primera instancia. Precisa que las decisiones ahora cuestionadas se encuentran 

debidamente motivadas y que se fundamentaron en función a las pruebas ofrecidas y 

admitidas. 
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Con fecha 28 de enero de 2019, la defensa de don José Fernández Díaz interpone recurso 

de agravio constitucional, en el que, en esencia, reproduce los argumentos expuestos en 

la demanda.  

 

FUNDAMENTOS  

 

&. Delimitación del petitorio 

 

1. La parte recurrente solicita que se declare la nulidad de las sentencias que condenaron 

a José Fernández Díaz como autor del delito de violación sexual de menor de edad en 

incapacidad de resistir, y solicita que se actúen las pruebas expuestas por una de las 

juezas en su voto en minoría. Alega que se han vulnerado sus derechos al debido 

proceso, de defensa, el principio de legalidad y la presunción de inocencia. 

 

&. Consideraciones del Tribunal Constitucional 

 

2. Este Tribunal advierte que los alegatos de la parte recurrente abarcan distintos puntos 

controvertidos. En ese sentido, se procederá a abordar, de forma separada, cada uno 

de ellos.  

 

a) Derechos al debido proceso, principio de legalidad y a la defensa 

 

3. En el escrito de demanda, la parte recurrente alega que la vulneración de estos 

derechos obedece a que no se ha evaluado la prueba de descargo que obra en el 

proceso y que, según afirma, demostraría que su patrocinado era inocente de las 

imputaciones que le han realizado. En este mismo sentido, también refiere que la 

inobservancia de estas libertades se advierte por el hecho que no se ha permitido la 

actuación de los medios probatorios que fueron referidos en el voto en minoría de la 

magistrada Román Robles, lo cual, según sostiene, ha impedido particularmente el 

ejercicio de su derecho a la defensa. 

 

4. Como ha sido reiterado de forma continua en la jurisprudencia de este Tribunal, el 

derecho al debido proceso es una libertad de estructura compleja que alberga diversos 

ámbitos específicos. En ese sentido, es posible concluir que, cuando el recurrente hace 

una referencia genérica a este derecho, en realidad pretende abordar los tópicos que 

serán evaluados en esta sentencia, tales como la presunta vulneración del derecho a la 

defensa, a la motivación de las resoluciones judiciales o a la presunción de inocencia. 

 

5. En relación con el derecho a la defensa, este se encuentra reconocido en el inciso 14 

del artículo 139 de la Constitución. Su contenido queda particularmente afectado 

cuando, en el desarrollo de un proceso, alguna de las partes resulta impedida, por actos 
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atribuíbles a los órganos jurisdiccionales, “de ejercer los medios necesarios, 

suficientes y eficaces para defender sus derechos e intereses legítimos” [Sentencia 

06648-2006-HC, fundamento 4]. De similar forma, este Tribunal en su jurisprudencia 

ha precisado que este derecho ostenta una doble dimensión:    

 
una material, referida al derecho del imputado de ejercer su propia defensa 

desde el mismo instante en que toma conocimiento de que se le atribuye la 

comisión de determinado hecho delictivo; y otra formal, que supone el 

derecho a una defensa técnica, esto es, al asesoramiento y patrocinio de un 

abogado defensor de su elección desde que la persona es citada o detenida 

por la autoridad y durante todo el tiempo que dure la investigación 

preliminar o el proceso mismo. En ambos casos se garantiza el derecho de 

no ser postrado a un estado de indefensión en cualquier etapa del proceso, 

inclusive, como ya se dijo, en la etapa preliminar [Sentencia 00910-2011-

HC, fundamento 4].  

 

6. En el presente caso, el recurrente sostiene que la no valoración de las pruebas de 

descargo, así como la falta de actuación de los medios probatorios mencionados por 

el voto en minoría de una de las juezas que integraban el colegiado, supone una 

vulneración de este derecho. Al respecto, este Tribunal advierte que, de conformidad 

con lo expuesto en la Resolución 89, de fecha 31 de mayo de 2016, y que condenó en 

primera instancia al ahora beneficario de este habeas corpus,  

 
la agraviada le contó a su padre lo sucedido sobre la violación sexual de 

que habría sido víctima por parte de los tres acusados, aunque esto a partir 

del suceso de su embarazo, como ha quedado anotado precedentemente; 

relato que ha mantenido de manera espontánea en la Pericia Psicológica, 

como en su declaración testimonial en el presente juicio oral […]. 

 

7. Del mismo modo, respecto de la configuración del tipo penal en el extremo de la 

situación de incapacidad de resistencia, se indica que “[e]stá probado que el acusado 

José Fernández Diaz, conocía, pese a su negativa en este juicio oral, que la agraviada 

presentaba retardo mental leve; conclusión a la que este colegiado arriba, a partir de 

que el mismo acusado admitió conocerla por ser del mismo caserío Santa Rosa del 

distrito de Soritor, además de conocerla por ser prima de su esposa”.   

 

8. Por su parte, la Sala Penal de Apelaciones de Moyobamba sostuvo, sobre la 

posibilidad de atribuir el hecho delictivo al ahora beneficiario del presente habeas 

corpus, que  

 
queda firme con lo expresado por el psicólogo y Io concluido en la Pericia 

Psicológica N"1773-2011, practicado a la agraviada, dado que se advierte 
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que existe una narrativa clara, espontanea y coherente por parte de la menor 

agraviada de acuerdo a su limitación, siendo que en la pericia psicológica, 

se concluye que Ia menor tiene indicadores psicológicos de agresión sexual 

y reacción ansiosa asociada a evento de tipo sexual, además en esta pericia 

sindica al sentenciado que puso su pene en su vagina, que es hermano de 

Delicia, añadido a ello el sentenciado sostiene que es inocente que no es 

verdadera la imputación, pero sin embargo señala que tiene su chacra cerca 

de la victima, que lo conocen como ""RUDE""; además en su declaración 

ha señalado que entregaba propina de s/. 1.00 sol a la agraviada y a sus 

hermanos, pero que nunca dio S/.5.00 soles, lo que guarda relación con la 

aseveración expresada por la agraviada, pues en su declaración de primera 

instancia afirma que cuando el recurrente terminaba le daba cinco soles 

con Ia finalidad de no contar nada sobre lo sucedido, por otro lado cuando 

se alega que la victima señala que fue Turle el que la violó y no Rude, no 

se descarta que sea el apelante, pues se debe tener presente que el perito en 

dicha pericia, a fojas 47,tomo I, indica que la examinada tiene dificultad 

en la pronunciación la cual es lentificada y además que se expresa en forma 

parafraseada, omite sonidos y distorsiona los fonemas, pero que identifica 

a las personas de su entorno, tal es asi que señala que el hoy sentenciado 

es hermano de Delicia y esposo de su prima Graciela, siendo que con tales 

prerrogativas pese a existir un resultado de ADN, que lo excluye de Ia 

paternidad, no se Ie excluye de Ia sindicación de violación que hace Ia 

víctima. 

 

9. Por su parte, la Sala Penal de Apelaciones de Moyobamba sostuvo, en relación con la 

configuración de la condición de persona en incapacidad de resistir, que  

 
[e]I conocimiento del imputado del estado en que se encuentra la víctima, 

que para el presente caso seria por un retardo mental, siendo este 

conocimiento un elemento constitutivo del delito, por tanto debe analizarse 

si la alienación mental de la agraviada estaba al alcance del conocimiento 

del sentenciado, ante ello tenemos que el apelante, en sus declaraciones 

sostuvo, al responder preguntas aclaratorias del A quo, sobre la agraviada 

que: "[...] se veía chiquita, su carita no es normal, porque curiosito habla, 

[…] así ha sido de niña, porque siempre se le ha visto así […] respuesta 

que para criterio de este colegiado al igual que para el plenario de primera 

instancia, genera certeza sobre este conocimiento del acusado en torno a la 

condición mental de la agraviada”. 

 

10. Es importante recordar que, de conformidad con la jurisprudencia constante de este 

Tribunal, la valoración de los medios de prueba, así como de las circunstancias de la 

comisión de un hecho delictivo, son asuntos que, en principio, corresponden a la 

justicia penal. En efecto, solo una vulneración de los parámetros desarrollados en 
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nuestra jurisprudencia a propósito del deber de motivar adecuadamente las 

resoluciones judiciales puede generar que pueda cuestionarse el criterio adoptado por 

parte de los órganos que administran justicia en asuntos penales. En el presente caso, 

las autoridades jurisdiccionales emplazadas han cumplido con motivar 

adecuadamente la sentencia de pena privativa de la libertad en contra de José 

Fernández Díaz, ya que han expuesto el contexto en el que se desarrolló el evento 

delictivo, así como han explicado suficientemente la configuración del tipo penal.  

 

11. Respecto de la presunta falta de valoración de las pruebas de descargo, este Tribunal 

nota que, a lo largo de las decisiones impugnadas, se ha hecho constante referencia a 

los argumentos y las pruebas invocadas por la defensa técnica del imputado. 

Evidentemente, el que el ahora recurrente disienta de la argumentación expuesta por 

las autoridades jurisdiccionales no genera que se configure una posible vulneración 

del derecho a la presunción de inocencia o a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales. En ese sentido, y en la medida en que las decisiones jurisdiccionales han 

sido motivadas, corresponde declarar como infundada la demanda en este punto. 

 

12. Por otro lado, en relación con el argumento de que no se vulneraron los medios 

probatorios indicados en el voto en minoría de la magistrada Román Robles, este 

Tribunal nota que, como suele ocurrir en el desarrollo de la administración de justicia, 

es natural que no en todos los casos exista unanimidad al momento de adoptar alguna 

decisión en particular. De este modo, los argumentos expuestos en un voto minoría, 

aunque importantes de ser tomados en cuenta, no son per se vinculantes, y menos aún 

cuando se trata de alguna orden de practicar determinados medios de prueba. Esto se 

confirma por el hecho que, como se pudo ya advertir, el resto de magistrados que 

integraban la Sala Penal de Apelaciones expusieron, con suficiente prolijidad, tanto 

el contexto del hecho delictivo como la conexión que el ahora benefiario tuvo con él. 

En consecuencia, tampoco se ha vulnerado el derecho a la defensa respecto de este 

punto.  

 

13. Finalmente, no nota este Tribunal el desarrollo de algún alegato específico relativo al 

principio de legalidad, y cómo es que este se habría vulnerado en este caso. Siendo 

ello así, también corresponde desestimar este extremo de la demanda. 

 

b) Derechos a la motivación de las resoluciones judiciales y a la presunción de 

inocencia 

 

14. En el escrito de demanda, no se argumentan de forma específica las razones que 

sustentarían las vulneraciones de estos derechos. No obstante, este Tribunal nota que, 

de lo expuesto en el escrito de habeas corpus, es posible colegir que lo que cuestiona 

la parte recurrente en este punto es que no se haya valorado que el padre de la menor 
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era el imputado señor Pedro Vilcamango Fernández, así como el hecho relativo a que 

las pericias psicológicas arrojaron como conclusión que la menor de edad agraviada 

podía determinar libremente su sexualidad. De similar forma, ella habría indicado que 

todas las conductas inapropiadas en su contra fueron efectuadas por este mismo 

imputado. 

 

15. El Tribunal advierte que los argumentos expuestos en este punto ya han sido 

abordados a propósito del análisis de las supuestas vulneraciones del derecho a la 

presunción de inocencia y de legalidad. En consecuencia, no corresponde efectuar 

consideraciones adicionales sobre este punto. 

 

c) Acerca del empleo de ciertos conceptos peyorativos en las resoluciones 

cuestionadas  

 

16. Ahora bien, aunque se trata de una materia que ciertamente no fue abordada en la 

demanda, este Tribunal nota que, de forma recurrente, en las resoluciones judiciales 

impugnadas se hace constante referencia a una condición de “retardo mental” de la 

menor.  

 

17. Al respecto, es importante recordar que, en muchas oportunidades, el lenguaje y los 

términos que son empleados en el quehacer jurídico pueden impactar 

considerablemente en la perpetuación de prejuicios o estigmas en contra de diversos 

colectivos. Esto es algo que ocurre, de forma particular, en el caso de las personas con 

discapacidad. En numerosas oportunidades, es usual advertir en nuestra sociedad que, 

para referirse a los integrantes de este colectivo, se emplean términos denigrantes 

como “discapacitado”, “retardado”, “inválido” o “limitado”. 

 

18. El uso de esta clase de términos no solamente afecta la dignidad de las personas con 

discapacidad, sino que además es un sólido factor que perpetúa la discriminación en 

su contra. Es por ello que deben adoptarse todas las medidas que sean necesarias para 

desterrar su uso, y ello con mucho mayor urgencia en el caso de instituciones estatales. 

 

19. De hecho, es posible advertir que, en la actualidad, tanto las leyes nacionales como 

los tratados internacionales ratificados por el Estado peruano emplean el término 

“persona con discapacidad” para referirse a aquellas personas con deficiencias físicas, 

mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas 

barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 

de condiciones con las demás. El uso de este lenguaje va de la mano con el modelo 

social de discapacidad, el cual ha sido reconocido en nuestra jurisprudencia e implica 

que  
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la discapacidad [es un] resultado de la interacción o concurrencia de una 

situación particular del sujeto con las condicionantes u obstáculos que la 

sociedad, con o sin intención, impone a este grupo de personas. Así las 

cosas, contrariamente a lo que se percibía desde el anterior modelo médico 

o rehabilitador —que entendía la discapacidad como un atributo puramente 

personal—, la vigencia de este nuevo paradigma que trae la aludida 

Convención traslada la discapacidad, por decirlo de alguna manera, al 

diseño de las estructuras y comportamientos de la sociedad. De esta 

manera, por ejemplo, mientras que el hecho de presentar dificultades 

visuales es una condición de la diversidad humana, el no poder realizar un 

examen escrito en un centro de estudios porque éste no adopta los 

necesarios ajustes razonables supone una situación de discapacidad 

[Sentencia 00194-2014-HC, fundamentos 11 y 12].  

 

20. La relevancia de un uso del lenguaje ajeno al establecimiento o perpetuación de 

prejuicios en contra de las personas con discapacidad no solo se ha destacado en el 

diseño y desarrollo de diversas políticas públicas, sino que también ha sido destacado 

en la jurisprudencia de otros tribunales relevantes en la región. Por ejemplo, la Corte 

Constitucional de Colombia ha precisado que  

 
Aunque expresiones hacen parte de subsistemas normativos que buscan la 

protección de los sujetos a los que hacen referencia, la Corte considera que 

el lenguaje utilizado sí atenta contra la dignidad humana y la igualdad, pues 

no se trata de palabras o frases que respondan a criterios definitorios de 

técnica jurídica; son solamente formas escogidas para referirse a ciertos 

sujetos o situaciones, opciones para designar que no son sensibles a los 

enfoques más respetuosos de la dignidad humana. Los fragmentos 

acusados generan discriminación porque corresponden a un tipo de 

marginación sutil y silenciosa consistente en usar expresiones 

reduccionistas y que radican la discapacidad en el sujeto y no en la 

sociedad. Con ello, definen a los sujetos por una sola de sus características, 

que además no les es imputable a ellos, sino a una sociedad que no se ha 

adaptado a la diversidad funcional de ciertas personas. No cabe ninguna 

duda del poder del lenguaje y más del lenguaje como forma en la que se 

manifiesta la legislación, que es un vehículo de construcción y 

preservación de estructuras sociales y culturales [Corte Constitucional de 

Colombia. Sentencia C-458/15].  

 

21. En virtud de lo expuesto, este Tribunal estima que corresponde exhortar a las 

autoridades jurisdiccionales para que, a futuro, no empleen términos como “retardado 

mental” o similares en las resoluciones judiciales para referirse a las personas con 

discapacidad. 
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 

Constitución Política del Perú, 

 

HA RESUELTO 

 

1. Declarar INFUNDADA la demanda de habeas corpus. 

 

2. En lo sucesivo, las autoridades jurisdiccionales emplazadas deben evitar el uso de 

términos peyorativos para las personas con discapacidad, tal y como ha sido expuesto 

en los fundamentos 16 a 21 de esta sentencia.  

 

Publíquese y notifíquese. 

 

SS. 

 

LEDESMA NARVÁEZ 

FERRERO COSTA 

MIRANDA CANALES    

RAMOS NÚÑEZ   

SARDÓN DE TABOADA   

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA  

 

PONENTE RAMOS NÚÑEZ 



 

  

 

 

EXP. N.° 01543-2019-PHC/TC  

AMAZONAS 

JOSÉ FERNÁNDEZ DÍAZ, 

representado por JUAN FIGUEROA 

ACOSTA (ABOGADO) 

 

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA 

 

En el Expediente 01543-2019-PHC/TC, coincido parcialmente con los fundamentos y 

fallo, por lo que me aparto de los fundamentos 16 a 21, así como del segundo punto 

resolutivo, toda vez que no son necesarios para resolver la controversia de autos. 

 

S. 

 

SARDÓN DE TABOADA   



 

 

  

 

 

 

EXP. N.° 01543-2019-PHC/TC  

AMAZONAS 

JOSÉ FERNÁNDEZ DÍAZ, 

representado por JUAN FIGUEROA 

ACOSTA (ABOGADO) 

 

 

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 

 

Coincido con lo resuelto por mis colegas en la presente causa, pero considero 

necesario hacer algunas precisiones u observaciones, las cuales consigno a continuación: 

 

Una cuestión importante en casos como el presente es tomar en cuenta la situación 

de vulnerabilidad múltiple en la que se encuentra la víctima. En efecto, además de lo 

resuelto justificadamente a nivel de la judicatura penal, considero que es importante 

recordar que, con base en el artículo 1 de la Constitución, las personas no son solo objeto 

de las decisiones del Estado, sino sujetos de derechos humanos y merecedoras de un trato 

que las respete en su condición de personas, lo cual es dejado de lado cuando se les trata 

o se hace referencia a ellas con palabras que no reconocen su valía y respeto. 

 

Ya en anteriores ocasiones me he referido con detalle al respeto que le debemos a 

niños y niñas, inclusive con el uso de nuestras palabras (por ejemplo, en mi fundamento 

de voto en la Sentencia 01587-2018-PHC). Asimismo, el Tribunal ha tenido ocasión de 

pronunciarse, de manera amplia y prolija, sobre la protección especial que merecen las 

personas en situación de discapacidad (Sentencia 05048-2016-AA). También hemos 

insistido en la importancia que las instituciones públicas, y de manera especial el sistema 

de justicia, enfrenten los casos de violencia contra la mujer, en especial, protegiendo de 

manera intensa y efectiva a las mujeres víctimas (Sentencias 03378-2019-PA y 05121-

2015-PA). 

 

Lo que corresponde en un caso como este es, precisamente, advertir que, por una 

parte, la víctima se encontraba en diferentes situaciones de vulnerabilidad, y a la vez que 

el trato tuitivo que ella merece no se reduce a la mera resolución de un conflicto jurídico 

que le atañe, sino al respeto a su condición de persona y el deber de empoderar a quien se 

encuentra en situaciones de desventaja estructural. 

 

En este sentido, me encuentro de acuerdo con la advertencia que aparecen en el 

fundamento 16 y siguientes, en relación con el empleo indebido de expresiones 

peyorativas contra la víctima, máxime en casos como este, en el que existe reiterada y 

clara jurisprudencia con contenidos que deben ser tomados en cuenta por todos los 

juzgadores. Recordemos, pues, que el deber que tenemos las autoridades al resolver una 

controversia no es solo atender a una cuestión puramente jurídica, sino que detrás de cada 

caso hay personas que deben ser tratadas con el respeto que les corresponde y la 

observancia de sus derechos. 

 

S. 

 

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 


